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 TOCA 28/2022

EXP. 599/2021-1. 


	APELACIÓN:**********/2022/SS.

	JUICIO CONTENCIOSO: **********/2021/1.

	ACTOR Y RECURRENTE: **********, SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL VARIABLE, POR CONDUCTO DE SU APODERADO **********.

	AUTORIDADES DEMANDADAS: 1) **********2)**********.**********
MAGISTRADO:**********CLAUDIO ALBERTO ALVARADO BARRAGAN.

SECRETARIO:

MÓNICA LÁRRAGA SAINZ.



San Luis Potosí, San Luis Potosí, veintiséis de septiembre de dos mil veintidós.

V I S T O S para resolver los autos del toca **********/2022/SS, formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado por **********, en su carácter de apoderado de la persona moral **********, en contra de la resolución de veintinueve de abril de dos mil veintidós, pronunciada por la Primera Sala Superior, al resolver el juicio contencioso administrativo **********/2021/1, turnados a esta Sala Unitaria el nueve de junio de dos mil veintidós, mediante oficio **********, signado por la Magistrada de la Primera Sala Unitaria; y,
R E S U L T A N D O
I.- La resolución materia de apelación, concluyó con los siguientes puntos resolutivos:

“PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se configuró la Negativa Ficta impugnada por la parte actora, de acuerdo con las consideraciones, fundamentos, y motivos precisados en el Considerando Quinto de este fallo.

TERCERO.- La parte actora no probó los extremos de su acción; en consecuencia,

CUARTO.- Se reconoce la LEGALIDAD y VALIDEZ de la resolución negativa ficta impugnada, que fue sustentada por la Autoridad Demandada; de acuerdo con las consideraciones, fundamentos, y motivos expuestos en el Considerando Séptimo de ésta Sentencia...”

II.- Inconforme con la referida determinación, **********, en su carácter de apoderado de la persona moral **********, interpuso recurso de apelación por escrito presentado el tres de junio de dos mil veintidós en el buzón de promociones de éste Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y recibido en éste Tribunal de Alzada el nueve del mismo mes y año; atendiendo a que por auto de siete de junio del presente año
, con fundamento en el artículo 152, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado
, la Magistrada de la Primera Sala Unitaria, ordenó remitir a ésta Sala Superior la apelación con las copias que adjuntó el recurrente, así como los autos del expediente **********/2021-1.
III.- Por acuerdo de trece de junio de dos mil veintidós
, se radicó la apelación bajo el consecutivo **********/2022/SS y se ordenó notificar a las autoridades demandadas en el juicio de origen, Titular de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal dependiente de la Dirección de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí y  Titular de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí,**********para que en el término de tres días hábiles manifestaran lo que a su derecho conviniere.

IV.- El veintinueve de junio de dos mil veintidós
 se certificó que las autoridades demandadas Titular de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal dependiente de la Dirección de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí y  Titular de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, no desahogaron la vista en el término que se les concedió y con fundamento en lo dispuesto por el último párrafo del artículo 154 del Código Procesal Administrativo en el Estado
, se citó para resolver el recurso de apelación.
CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. 
Esta Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer del presente recurso de apelación, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 9 fracción II,  23 fracción V de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una resolución definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de éste Tribunal.
SEGUNDO. Materia de la Apelación. A efecto de establecer como se integra la litis en segunda instancia, se considera necesario la transcripción de los artículos 152, 153 y 156, todos del Código Procesal Administrativo del Estado.

“ARTÍCULO 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos: 

[…].”

“ARTÍCULO 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre. 

En el escrito deberán formularse los agravios que consideren las partes se les hayan causado, exhibiéndose una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes.”
“ARTÍCULO 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 

A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código
. 

Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento de juicio que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.

Sólo se tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen ofrecido en el juicio respectivo, salvo que no se haya tenido la oportunidad procesal para rendirlas. 

Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. 

En el caso de ser revocada la sentencia o de que su modificación así lo disponga, cuando el recurrente sea el servidor público, se ordenará se le restituya de inmediato en el goce de sus derechos, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes. 

Se exceptúan del párrafo anterior, los casos previstos en el apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”
Ahora bien, de la interpretación de los preceptos legales transcritos, se determina que la litis en segunda instancia se integra con la resolución definitiva, emitida por alguna Sala Unitaria, según sea el caso y con los agravios expresados por el apelante.

Por ende, la apelación resulta un recurso ordinario y vertical a través del cual una de las partes o ambas, solicitan a la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, un nuevo examen sobre la resolución definitiva dictada por alguna Sala Unitaria; la cual tiene por objeto confirmar, revocar o modificar la resolución de primera instancia, impugnada en los puntos relativos a los agravios vertidos por el recurrente, en los cuales se combatan las consideraciones que sustenten la resolución apelada, para demostrar su ilegalidad, cuya declaración pretende; y por consiguiente la Sala de segunda instancia revoque o modifique el fallo apelado, cuando no se observe lo establecido en los artículos 249 y 250 del Código aplicable, o existan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trascienda al sentido de la sentencia.

En ese sentido, cuando el particular sea el apelante, se podrá suplir la deficiencia de los agravios, por disposición expresa del normativo 156
, párrafo quinto del Código Procesal aplicable, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados; sin embargo, cuando la autoridad demandada figure como recurrente, ésta deberá formular los agravios que le genere la sentencia de primera instancia, en virtud de que la institución de la suplencia de la queja prevista por la legislación de la materia, no opera en favor de esta parte procesal.

Además, este límite se traduce en el respeto a la igualdad y el equilibrio procesal que debe haber entre los contendientes, en términos del principio de justicia imparcial que deriva del derecho de acceso a la justicia.
Orienta lo anterior, por los motivos que se invocan, el contenido de la tesis 1ª. IX/2011 sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXXIII, de febrero de dos mil once, materia civil, página seiscientos siete, de rubro siguiente: “AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA.”
TERCERO. Legitimación. El presente recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima ya que se trata de **********, apoderado de **********
, parte actora en el juicio de nulidad **********/2021/1, cuya resolución es el acto apelado en términos del artículo 152, primer párrafo, del mismo Código Procesal; personalidad que acreditó conforme a lo establecido por el artículo 219, párrafo segundo del Código de la materia
, ya que exhibió copia certificada del poder conferido en su favor por **********, apoderado legal de la persona moral actora.
CUARTO. Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que señala el artículo 153 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que la sentencia de la Primera Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa fue notificada a la parte actora, ahora recurrente, personalmente el doce de mayo de dos mil veintidós
, por lo que en términos del artículo 40
 del mismo código procesal, dicha notificación surtió efectos el trece del mismo mes y año, de manera que el plazo de interposición transcurrió del dieciséis de mayo al tres de junio de dos mil veintidós; sin contar los días veintiuno, veintidós, veintiocho y veintinueve de mayo de dos mil veintidós por ser inhábiles, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 15 del Código Procesal Administrativo; por lo que si el recurso de apelación se presentó el tres de junio de dos mil veintidós, se patentiza se interpuso oportunamente.
QUINTO.- Procedencia. Ahora bien, previo a entrar al estudio de los motivos de agravio expresados por la parte apelante, se analizará si el recurso en cuestión cumple con el requisito de procedencia, por ser de una cuestión de orden público y análisis preferente, ya que es un aspecto que conforme a la estructura procesal del recurso exige ser dilucidado preliminarmente al tema de fondo debatido, por lo que ésta Sala procede a realizar un análisis oficioso.
Como se explicará a continuación, ésta Sala Superior considera que el recurso de apelación interpuesto por **********en su carácter de apoderado de **********, es procedente, por las siguientes consideraciones. 
Marco normativo.
En el  artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se transcribe a continuación, se determinan los casos en que las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, son apelables:
“ARTÍCULO 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

Del precepto legal que antecede, se desprende que la procedencia del recurso de apelación, dada su naturaleza explicada en el considerando segundo de este fallo, está sujeta a cuatro supuestos que contempla la norma; a saber, cuando la cuantía exceda de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, al momento de la emisión de la sentencia; cuando el juicio por sus características especiales se considere de importancia y trascendencia, en el caso de que la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; en contra de resoluciones dictadas por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre y cuando se refiera a interpretación de normas generales, competencia, violaciones procesales y resoluciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado.
En este sentido, del análisis realizado a las constancias que remite la Sala de origen, se advierte que en la sentencia de veintinueve de abril de dos mil veintidós
, se determinó la legalidad y validez de la resolución negativa ficta recaída a la solicitud hecha por la parte actora en su escrito de veintitrés de septiembre de dos mil veinte, mediante el cual solicitó a las autoridades demandadas, la devolución del pago de lo indebido, por concepto del pago de Impuesto Sobre Negocios o Instrumentos Jurídicos, por las cantidades de **********(********** pesos **********/********** M.N.) y ********** (********** pesos **********/********** M.N.), resultando como suma de ambas cantidades el total de ********** (********** pesos **********/********** M.N.).
De lo anterior se advierte que este asunto es de cuantía determinada y no indeterminada como aduce el recurrente en agravios, la cual asciende al monto anteriormente señalado.
Por su parte, el artículo 152, fracción I, del código procesal de la materia, establece como requisito de procedencia, para los asuntos de cuantía determinada, como en el caso, que ésta exceda de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad y Medida de Actualización vigente al momento de la emisión de la sentencia.

Luego, la sentencia que aquí se recurre se emitió el veintinueve de abril de dos mil veintidós, por lo que de una consulta a la página del Instituto Nacional de Estadística y Geografía
, se advierte que en dicha data, el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización ascendía a $96.22 (noventa y seis pesos 22/100 M.N).
Así las cosas, si se toma en consideración que el valor diario de la  Unidad de Medida y Actualización asciende a $96.22 (noventa y seis pesos 22/100 M.N), multiplicado por mil quinientos, -en razón de que acorde a lo dispuesto por la fracción I del artículo 152 del Código Procesal Administrativo del Estado, la cuantía debe exceder de mil quinientas veces el valor diario de la UMA, para la procedencia de la apelación-, arroja el total de $144,330.00 (ciento cuarenta y cuatro mil trescientos treinta pesos 00/100).
Lo anterior se refleja de la siguiente forma:
Valor diario UMA 2022: $96.22
Operación: 89.62 X 1500= $144,330.00
En esta tesitura, si la cuantía determinada, en el juicio contencioso en trato asciende a $********** (********** pesos **********/********** M.N.), resulta superior a la requerida por la fracción I, la cual dispone que debe exceder de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, al momento de la emisión de la resolución de sentencia, es decir superior a $144,330.00 (ciento cuarenta y cuatro mil trescientos treinta pesos 00/100).
De lo anterior se advierte, que el recurso intentado resulta procedente en atención a que el monto de la litis rebasa el que establece la fracción I, del citado artículo 152.

No se soslaya que la  parte promovente en su escrito de apelación formula agravios relativos a la inconstitucionalidad de los artículos 149 y 150 que prevén el trámite del recurso de reclamación; sin embargo, los mismos resultan inoperantes, inicialmente porque este Tribunal de Alzada se encuentra impedido para analizar la constitucionalidad de dichos preceptos legales; toda vez, que las facultades conferidas se encuentran encaminadas a atender cuestiones de legalidad; pues respecto a la constitucionalidad, esta recae por ley a los tribunales federales que conocen del juicio de amparo, máxime que en el presente asunto se declaró procedente el recurso intentado.
Además, como se dijo en párrafos anteriores, por ser una cuestión de orden público y análisis preferente, la procedencia del recurso debe ser examinada de oficio, independientemente de que si la parte apelante, precisó o no, el supuesto legal que consideró aplicable, e inclusive cuando haya señalado un ordenamiento diverso para apoyar la procedencia de dicho medio de defensa, caso en el cual esta Sala Superior debe superar tal inexactitud.
Lo anterior, por analogía encuentra apoyo en los siguientes criterios:

“REVISIÓN FISCAL. EL ESTUDIO OFICIOSO DE SU PROCEDENCIA DEBE HACERSE AUNQUE LA AUTORIDAD RECURRENTE NO EXPRESE ARGUMENTOS PARA UBICAR EL RECURSO EN ALGUNO DE LOS SUPUESTOS DEL ARTÍCULO 63 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SALVO QUE SE TRATE DEL DE SU FRACCIÓN II. Conforme a las jurisprudencias 2a./J. 45/2001 y 2a./J. 193/2007 de esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la procedencia del recurso de revisión fiscal debe examinarla el Tribunal Colegiado de Circuito de oficio, independientemente de que si la autoridad inconforme precisó o no el supuesto legal que consideró aplicable, e inclusive cuando haya señalado un ordenamiento diverso para apoyar la procedencia de dicho medio de defensa, caso en el cual ese órgano jurisdiccional debe superar tal inexactitud. En este tenor, en un avance progresivo sobre lo sostenido en dichos criterios, el indicado estudio oficioso debe hacerse aunque no se expresen argumentos para ubicar el recurso en alguno de los supuestos del artículo 63 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, salvo que se trate del de su fracción II, caso en el cual el legislador obligó a la recurrente a razonar la importancia y trascendencia del asunto para efectos de la admisión del recurso, en el entendido de que cuando el órgano jurisdiccional federal estime que el asunto procede por ubicarse en alguno de los otros postulados establecidos en el numeral referido, debe fundamentar la procedencia y realizar el análisis relativo; sin embargo, cuando advierta que el asunto no se ubica en alguno de los supuestos de procedencia del indicado precepto legal, no necesariamente debe exponer las razones por las cuales el asunto no se sitúa en cada uno de los establecidos por el legislador, pues la falta de pronunciamiento expreso es indicativa de que no se actualizó alguna de las premisas de procedencia del dispositivo legal.”

“REVISIÓN FISCAL. SU PROCEDENCIA DEBE ESTUDIARSE DE OFICIO, CON INDEPENDENCIA DE QUE LA AUTORIDAD INCONFORME PRECISE O NO LA O LAS HIPÓTESIS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 248 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE CONSIDERE QUE SE ACTUALIZAN EN EL CASO. Si se toma en consideración, por un lado, que conforme a lo dispuesto en el artículo 104, fracción I-B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las reglas establecidas en la Ley de Amparo para el trámite del recurso de revisión en amparo indirecto son aplicables al de la revisión prevista en el diverso 248 del Código Fiscal de la Federación en todo lo que no sea incompatible con su naturaleza y, por otro, que el examen oficioso de la procedencia de aquel recurso, en términos de lo dispuesto en los artículos 90, primer párrafo, en relación con el 73, in fine, de la citada ley, no lo es, resulta inconcuso que es válido que dicho estudio se haga en la revisión fiscal, pues el mencionado numeral 248 no condiciona el análisis de su procedencia, al hecho de que la autoridad recurrente señale específicamente la hipótesis que considere aplicable; sin embargo, debe destacarse que dicho estudio no puede hacerse de oficio en la hipótesis prevista en la fracción II del precepto citado, pues en este caso el legislador obliga a la autoridad recurrente a razonar la importancia y trascendencia del asunto, para efectos de la admisión del recurso.”

SEXTO. Principio de economía procesal. Atento al principio de economía procesal no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por la apelante al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia, además, los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias se satisfacen cuando se precisan los puntos sujetos a debate, derivados del escrito de agravios los cuales se estudian y se les da respuesta, misma que debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. 
Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con registro 164618, Novena Época, Tesis: 2a./J. 58/2010, Tomo XXXI, Mayo de 2010, página 830 que reza:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

También cobra aplicación la tesis del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia del Apéndice 2000, Novena Época de rubro y contenido siguientes:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el juez federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente, para demostrar.

SÉPTIMO.- Antecedentes. Previo a entrar al estudio de los agravios, se procede a realizar una síntesis de las actuaciones que integran el sumario, mismas que antecedieron al dictado de la resolución recurrida.
1. Presentación de demanda. Por escrito recepcionado el veintisiete de agosto de dos mil veintiuno, ante la Oficialía de Partes del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, **********, en su carácter de apoderado de la persona moral **********, demandó de Titular de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal dependiente de la Dirección de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí y  Titular de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, los siguientes actos: 
“La resolución de Negativa Ficta o Confirmativa Ficta recaída a la SOLICITUD DE DEVOLUCIÓN POR PAGO DE LO INDEBIDO, por concepto del pago de IMPUESTOS SOBRE NEGOCIOS O INSTRUMENTOS JURÍDICOS, efectuados con motivo de las inscripciones al Registro Público del CONTRATO DE APERTURA DE CRÉDITO SIMPLE CON GARANTÍA HIPOTACERÍA, contenido en el Instrumento Notarial **********, de fecha 29 de junio de 2018, así como del diverso CONTRATO DE APERTURA DE CRÉDITO SIMPLE CON GARANTÍA HIPOTECARIA, contenido en el Instrumento Notarial **********, de fecha 06 de septiembre de 2018, por las cantidades totales de $********** (********** pesos 00/100 M.N.) y $********** (********** pesos 00/100 M.N.), respectivamente, más el pago la actualización e intereses correspondientes, así como de su respectiva diligencia de notificación. […]”

2. Admisión. Mediante auto de treinta de agosto de dos mil veintiuno
, la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, admitió a trámite la demanda de referencia, ordenando emplazar al Titular de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal dependiente de la Dirección de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí y  Titular de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, para que produjeran su contestación a la demanda.

3. Contestación de demanda. Por escrito presentado el veinticuatro de septiembre de dos mil veintiuno
, **********, en su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, dio contestación a la demanda y ofreció pruebas, mismo que se acordó mediante auto de veintiocho de septiembre de dos mil veintiuno
; en el que la Sala de Origen, tuvo a las autoridades demandadas por contestando la demanda; admitió las pruebas ofrecidas de su intención, reservando proveer respecto de las ofrecidas por la actora; además, en virtud de reclamarse una negativa ficta, otorgó a la actora el plazo de diez días hábiles, a fin de que pudiera ampliar su demanda, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 237 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

4. Ampliación de demanda. Por acuerdo de veinte de octubre siguiente, se tuvo por presentado el escrito de dieciocho de octubre de dos mil veintiuno
, en el que la actora amplió su demanda respecto de los conceptos de impugnación, aduciendo toralmente que la demandada incumplió a lo dispuesto por el artículo 45 del Código Fiscal del Estado, al ser omisa en notificarle, la resolución expresa contenida en el oficio **********, de veintitrés de septiembre de dos mil veintiuno; que la misma no se encuentra debidamente fundada y motivada, carecía de firma autógrafa del funcionario competente que la emitió y que la  demandada no aporta las consideraciones que en derecho soporten la negativa ficta.
5. Contestación de ampliación de demanda. Por auto de diecisiete de noviembre de dos mil veintiuno
 la Sala declaró que tuvo a la autoridad demandada por contestando la ampliación de demanda hecha por la accionante y por admitidas las pruebas de la actora.

6. Cumplimiento al requerimiento formulado a las demandadas. El uno de diciembre de dos mil veintiuno
, se tuvo al Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en representación de las demandadas Direcciones de Recaudación y Política Fiscal y de Ingresos de la precitada Secretaría, por exhibiendo las copias certificadas del expediente formado con motivo de la solicitud relativa al pago de lo indebido, ordenándose dar vista a la actora con las mismas. 

7. Audiencia de ley. Finalmente el uno de marzo de dos mil veintidós
, se desahogaron las pruebas ofrecidas por las partes; se dio cuenta con la circunstancia de que las partes no formularon alegatos y se citó para resolver el juicio contencioso administrativo **********/2021-1.

8. Emisión de sentencia. Mediante resolución de veintinueve de abril de dos mil veintidós
 la Primera Sala Unitaria consideró se configuró la negativa ficta impugnada por la actora; sin embargo, sostuvo que ésta no probó los extremos de su acción y reconoció la legalidad y validez de la resolución de la negativa ficta impugnada.
La anterior determinación constituye la materia de impugnación.
OCTAVO. ESTUDIO. Los agravios que hace valer la moral recurrente, a través de su apoderado legal, son en parte infundados y en otra inoperantes; por ende, ineficaces para revocar la determinación apelada.
En el fallo de fecha veintinueve de abril de dos mil veintidós, dictado por la Primera Sala Unitaria, en el juicio contencioso **********-1, se decidió la legalidad y validez, de la negativa ficta que recayó al escrito presentado por la parte actora aquí recurrente, el veintitrés de septiembre de dos mil veinte, ante las demandadas, en el que solicitó la devolución por pago de lo indebido, por concepto del pago del Impuesto Sobre Negocios o Instrumentos Jurídicos, efectuado con motivo de las inscripciones al Registro Público del contrato de apertura de crédito simple con garantía hipotecaria, contenido en el instrumento notarial **********, de veintinueve de junio de la propia anualidad, así como del diverso contrato de apertura de crédito simple con garantía hipotecaria, contenido en el instrumento notarial **********, de seis de septiembre de la propia anualidad, por las cantidades de $********** (********** ********** pesos 00/100) y $********** (********** pesos 00/100 M.N.), respectivamente, más el pago de la actualización e intereses correspondientes.**********Antes de arribar a la anterior determinación, sostuvo respecto la causal de sobreseimiento prevista en la fracción II, del artículo 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el precepto 7 de la Ley Orgánica de este Tribunal, que hizo valer la demandada.
Era infundada, toda vez que, la impugnación la constituye la negativa ficta por virtud de la falta de respuesta al escrito presentado el veintitrés de septiembre de dos mil veinte, por la parte actora, mediante el cual solicitó a la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, Dirección General de Ingresos, Dirección de Recaudación y Política Fiscal, la devolución del pago de lo indebido, por concepto del pago de Impuestos Sobre Negocios o Instrumentos Jurídicos, efectuados con motivo de las inscripciones al Registro Público del contrato de apertura de crédito simple con garantía hipotecaria contenido en el Instrumento Notarial **********, de veintinueve de junio de dos mil dieciocho, así como del diverso, contenido en el Instrumento Notarial **********de seis de septiembre de dos mil dieciocho, por las cantidades totales de $********** pesos 00/100 M.N.), y $********** pesos 00/100 M.N.), respectivamente, más el pago la actualización e intereses correspondientes, así como de su respectiva diligencia de notificación.
Por ende, al considerar que la negativa ficta impugnada se ubica en la fracción XIII, del artículo 7° de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, la Sala Primigenia sostuvo que si corresponde a la competencia material de ésta, de ahí que contrario a lo que señalaba la demandada, la negativa ficta controvertida si encuadra en las hipótesis de procedencia estipuladas en la Ley, ya que, el artículo 7° citado, dispone que las Salas Unitarias conocerán de los juicios promovidos en contra de las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos y, en la fracción XIII, específica que pueden referirse a las que se configuren por negativa ficta en las materias señaladas en este artículo, por el transcurso del plazo que señalen el Código Fiscal del Estado, el Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, o las disposiciones aplicables o, en su defecto, en el plazo de tres meses.
Por tanto, la Sala de Origen, declaró ser competente materialmente para conocer del asunto, situación por la que sostuvo no se actualizaron las causales establecidas en la fracción X, del artículo 228 y en las fracciones II y XI, del artículo 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Por otro lado, respecto de la diversa causal que hizo valer la enjuiciada, en cuanto a que el juicio era improcedente, de conformidad con lo establecido en la fracción VI, del artículo 228, en concordancia con la fracción II, del artículo 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, porque el acto impugnado consistente en diversos recibos de pago de seis de julio de dos mil dieciocho y veintitrés de septiembre de dos mil veinte, no fue impugnado dentro del término legal contenido en el artículo 24, fracción I, del Código en comento, la A quo sostuvo que en el caso se impugnó la negativa ficta por virtud de la falta de respuesta al escrito presentado el veintitrés de septiembre de dos mil veinte, mediante el cual la parte actora solicitó a la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, Dirección General de Ingresos, Dirección de Recaudación y Política Fiscal, la devolución del pago de lo indebido, no así los diversos recibos de pago a que hizo referencia la enjuiciada.

Por ende, la A quo, determinó que no se surtía la causal de improcedencia contemplada en la fracción VI, del artículo 228, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y determinó que no es procedente decretar el sobreseimiento.

Por otra parte, la Sala de Origen determinó que respecto de las manifestaciones de la enjuiciada, en el aspecto de que la negativa ficta impugnada quedó sin efectos, toda vez que la autoridad emitió una resolución expresa; de conformidad con lo dispuesto por el artículo 44 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, la negativa ficta, se configura cuando las instancias o peticiones que formulen los particulares a las autoridades fiscales, no son resueltas, ni notificadas en un plazo no mayor de dos meses.

Por tanto, aun cuando la autoridad haya emitido resolución sobre la petición formulada por el particular, si esta no es notificada antes de que se promueva el juicio respectivo, se configura la negativa ficta, ya que esa resolución no fue conocida por el particular y, por lo tanto, no puede tenerse como resuelta la instancia o petición de acuerdo con el precepto citado.
Por ende, la A quo sostuvo que no obstante que en el caso la enjuiciada al producir su contestación de demanda, ofreció como medio de prueba el oficio **********de veintitrés de septiembre de dos mil veintiuno, el cual resolvió negar la solicitud de devolución de pago de lo indebido, tal actuación no dejó sin efectos la negativa ficta recaída a la petición de la actora, pues no basta que las autoridades aduzcan haber dictado la resolución procedente, sino que es menester que demuestren haberla notificado legalmente al interesado, lo que no aconteció, máxime que una resolución no puede considerarse como una respuesta si no es notificada, con anterioridad a la impugnación de la negativa ficta, como ocurrió en el caso, ya que la resolución expresa fue notificada al actor, con fecha posterior a la presentación de demanda -veintisiete de agosto de dos mil veintiuno.

De ahí que la Sala de Origen, consideró no se advertía causal de improcedencia o sobreseimiento alguna.
Dilucidado lo anterior, la Resolutora procedió al estudio de los conceptos de “anulación” expuestos por la accionante al producir su demanda y ampliación de la misma, y al efecto en el considerando séptimo de la resolución apelada, sostuvo que al encontrarse configurada la negativa ficta, era dable entrar al estudio de fondo de la controversia planteada.
En principio estableció, que en los conceptos de impugnación que hizo valer la actora en los puntos PRIMERO, SEGUNDO, TERCERO Y CUARTO del capítulo denominado “CONCEPTOS DE IMPUGNACION” del escrito de demanda expuso lo siguiente:

“PRIMERO.- FUE PROCEDENTE QUE DE CONFORMIDAD CON LO QUE DISPONE EL ARTICULO 35, DEL CÓDIGO FISCAL PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, SE TENGA A BIEN ORDENAR A LA AUTORIDAD DEMANDADA REALIZAR EN FAVOR DE MI REPRESENTADA LA DEVOLUCIÓN POR PAGO DE LO INDEBIDO QUE AL EFECTO SE SOLICITA, TODA VEZ QUE LOS PAGOS MATERIA DE LA PRESENTE CONTROVERSIA SE FORMULARON SIN QUE SE GARANTIZARA CERTEZA JURÍDICA, EN TOTAL CONTRAVENCIÓN A LO QUE DISPONEN LOS NUMERALES 16, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICAS (SIC) Y 46 DEL CODIGO FISCAL PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI.”

SEGUNDO.- “SE SOLICITA SEA DECLARADA LA NULIDAD DE LA RESOLUCIÓN NEGATIVA FICTA COMBATIDA Y RECONOCER EN FAVOR DE LA HOY PARTE ACTORA EL DERECHO SUBJETIVO A LA AUTORIZACIÓN DE DEVOLUCIÓN DEL PAGO DE LO INDEBIDO POR CONCEPTO DE LAS CANTIDADES EROGADAS CON MOTIVO DE LAS INSCRIPCIONES AL REGISTRO PUBLICO DE LOS ACTOS JURÍDICOS YA PRECISADOS, MISMOS QUE RESULTAN SER PROCEDENTES EN LA MEDIDA EN QUE PARA LA DETERMINACIÓN DE LOS PAGOS, SE VULNERARON LAS GARANTÍAS DE LEGALIDAD, SEGURIDAD JURÍDICA, EQUIDAD E IGUALDAD, CONSAGRADAS EN LOS NUMERALES 16 Y 31, FRACCIÓN IV, DE LA CARTA MAGNA.”

TERCERO.- “SERÁ PROCEDENTE QUE ESA H. JUZGADORA TENGA A BIEN ORDENAR A LA AUTORIDAD DEMANDADA LA DEVOLUCIÓN POR PAGO DE LO INDEBIDO SOLICITADA EN SEDE ADMINISTRATIVA, TODA VEZ QUE LA NORMA QUE APARENTEMENTE REGULÓ EL ENTERO Y DETERMINACIÓN DE LAS CONTRIBUCIONES TILDADAS DE IMPROCEDENTES SE TORNAN INCONSTITUCIONALES Y CONTRARIAS AL ARTÍCULO 31 FRACCIÓN IV, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN RELACIÓN CON EL DIVERSO NUMERAL 19, PÁRRAFOS PRIMERO Y SEGUNDO, FRACCIÓN II, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE SAN LUIS POTOSI.”

CUARTO.- “AHORA BIEN, EN CASO DE HERRAR (SIC) ESTA ACCIONANTE DE NULIDAD RESPECTO DE LA APLICACIÓN CORRETA (SIC) DE LAS DISPOSICIONES LEGALES USADAS (A CAUSA DEL DECONOCIMIENTO (SIC) POR LA RESOLUCIÓN NEGATIVA FICTA) PARA GRAVAR LOS COBROS DE CONTRIBUCIONES HOY TILDADOS DE ILEGALES E INCONSTITUCIONALES, SE EXTIENDEN NUESROS ARGUMENTOS DE NULIDAD EN CONTRA DE LA POSIBLE APLICACIÓN DEL ARTICULO 40, FRACCIÓN I, INCISO A), AL IMPETRAR EN LA ESFERA JURÍDICA DE MI REPRESENTADA UNA IMPOSICIÓN DESPROPORCIONADA E INEQUITATIVA,  ADEMÁS DE ILEGAL CON VIOLACIÓN DIRECTA Y MATERIAL AL PRINCIPIO DE LEGALIDAD TRIBUTARIA CONSAGRADO EN EL ARTICULO 31 FRACCIÓN IV CONSAGRADO EN LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y CONSECUENTEMENTE DE LOS DIVERSOS 1°, 14 Y 16 DE LA MISMA CARTA FUNDAMENTAL, …”

Que en contestación de demanda, la autoridad enjuiciada en vía de refutación se limitó a sostener que la negativa ficta quedó sin efectos, toda vez que la Directora Jurídica y de Capacitación Fiscal dependiente de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, mediante el oficio **********de veintitrés de septiembre de dos mil veintiuno, emitió respuesta a la persona moral actora, en la que resolvió negar la solicitud de devolución de pago de lo indebido, por concepto de pago de impuestos sobre Negocio o Instrumentos Jurídicos.
Al respecto, la Primera Sala Unitaria, puntualizó que es de explorado derecho que la resolución negativa ficta se combate a través de la ampliación de demanda, que acorde a lo dispuesto por el artículo 244 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, tratándose de resolución negativa ficta, si la autoridad no expresa los hechos y el derecho en que apoya la misma, la Sala tendrá por confesados los hechos que la parte actora le impute, salvo prueba en contrario.
Además, el A quo sostuvo que se infiere que en tratándose de negativa ficta, es a través de la contestación de demanda que se expresarán los hechos y el derecho en que la enjuiciada se apoya, y contra éstos el accionante se encuentra facultado para ampliar su demanda, de conformidad con el artículo 237, fracción I, del código de la materia.

También, precisó que tratándose de una negativa ficta, si la autoridad al contestar la demanda expone los fundamentos y motivos de tal resolución, en observancia del principio de equilibrio procesal y en respeto a las garantías de audiencia y seguridad jurídica, el actor tiene derecho de ampliar su demanda inicial, con el propósito de desvirtuar tales fundamentos y motivos.
Posteriormente, al analizar las constancias que integran el juicio de origen, particularmente el oficio de contestación de demanda, la Sala Primigenia, constató que la autoridad demandada en el capítulo denominado “LOS ARGUMENTOS QUE DEMUESTREN LA INEFICACIA DE LOS AGRAVIOS” hizo referencia a que la petición de origen fue respondida mediante el oficio **********de veintitrés de septiembre de dos mil veintiuno, el cual resolvió negar la solicitud de devolución de pago de lo indebido, por concepto de pago de Impuestos sobre Negocio o Instrumentos Jurídicos, alegando que por virtud de la emisión de la resolución expresa quedaba sin efectos la negativa ficta.

Por tanto, en términos del párrafo cuarto del numeral 244, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, al no expresar la demandada en su contestación respectiva, los hechos y el derecho en que se apoya la negativa ficta, la Primera Sala Unitaria, la tuvo por confesa de los hechos que le imputó la moral actora, salvo prueba en contrario. 

En ese mismo aspecto, precisó que ante la configuración de la negativa ficta, carecía de relevancia jurídica que la autoridad hubiera emitido una resolución expresa, puesto que la misma se dictó con posterioridad al plazo legal correspondiente; máxime que la demandada no acreditó la notificación de ésta, previo a la presentación de la demanda, ni antes de ser citada al juicio de oposición.

Ya que era dable advertir dicha circunstancia, pues la resolución expresa se dictó con posterioridad, a la presentación de la demanda, es decir el veintitrés de septiembre de dos mil veintiuno, por lo que ante la falta de notificación oportuna de dicha resolución, ésta no tenía vida jurídica.

Por tanto, la Sala de Origen sostuvo que no se encontraba obligada a tomarla en consideración; ya que acorde a lo dispuesto por el artículo 244, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, no se prevé esa exigencia; de ahí determinó su imposibilidad para introducirla a la litis del juicio sui génesis, máxime que el actor no impugnó expresamente dicho acto en vía de ampliación.

En esos términos, la Primera Sala Unitaria, procedió al análisis de la legalidad de la negativa ficta controvertida, para examinar la Litis en los términos ya precisados.

Al efecto sostuvo, que cuando la materia en el juicio de nulidad está constituida por una resolución negativa ficta, por regla general, la litis se conforma con los motivos y fundamentos expuestos por la autoridad, al contestar la demanda, así como con los conceptos de impugnación que formula la actora en su escrito de ampliación; sin embargo, advirtió que en el caso, tanto del escrito inicial de demanda como del escrito de ampliación de demanda la moral actora planteó agravios en contra de la negativa ficta.

Por ende, con fundamento en el artículo 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, la A quo procedió al análisis en conjunto de las argumentaciones expuestas al encontrarlas relacionadas entre sí.

Primero, la Sala de Origen, transcribió los conceptos de impugnación de la actora, en los que sostuvo la ilegalidad de la resolución controvertida en negativa ficta, siendo del tenor siguiente: 

“…se solicita a esa H. Sala Jurisdiccional, que la totalidad de los cuatro conceptos de impugnación vertidos desde el escrito inicial de demanda, se tengan por considerados como si a la letra se insertasen en contra de la presente resolución al no resolver en definitiva ésta, sobre la totalidad de nuestra pretensión y solo limitarse a no pronunciarse al respecto.

Por tanto, la ilegalidad, inconstitucionalidad e convencionalidad de los preceptos en los que se apoya el origen de la citada solicitud de devolución que se pretende persiste y por tanto lo procedente será que se declare la nulidad de esta resolución y a su vez se reconozca el derecho subjetivo en favor del demandante a la devolución solicitada.”

Luego, precisó que la demandada en su contestación a la ampliación de la demanda, se concretó en vía de refutación a sostener la legalidad de la negativa expresa, la cual no fue introducida a la litis del juicio; por ende, en atención a la pretensión deducida de los argumentos de anulación consideró pertinente establecer que la litis del juicio radicó en dilucidar la procedencia a la solicitud de devolución de pago de lo indebido, por concepto de pago de impuestos sobre Negocio o Instrumentos Jurídicos, a la luz de los agravios vertidos por la parte actora.

Precisado lo anterior, analizados los referidos argumentos de las partes y, valoradas las pruebas ofrecidas, la Sala Resolutora concluyó que los conceptos de impugnación resultaron fundados pero inoperantes por una parte e inoperantes por otra parte, y al efecto expuso lo siguiente.

Que ello era así, debido a que los conceptos de impugnación PRIMERO y SEGUNDO del escrito de demanda, el actor refirió que procede la devolución por pago de lo indebido, en razón de que los pagos materia de la controversia se formularon en contravención a lo dispuesto por los numerales 16, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el artículo 46 del Código Fiscal para el Estado de San Luis Potosí; por tanto, era dable declarar la nulidad de la negativa ficta combatida, para efectos de reconocerle el derecho a la devolución del pago de lo indebido por concepto de las cantidades erogadas con motivo de las inscripciones al registro público de los actos jurídicos precisados; al encontrarse vulneradas las garantías de legalidad, seguridad jurídica, equidad e igualdad, consagradas en los numerales 16 y 31, fracción IV, de la Carta Magna.
Lo anterior, lo estimo así al considerar que en lo relativo a la ausencia de fundamentación y motivación, si bien todo acto de autoridad debe encontrarse debidamente fundado y motivado, no debía soslayarse que el acto debatido en el juicio, es una resolución negativa ficta, y lo que el legislador estatal estableció al respecto en el Código Procesal Administrativo Estatal, es que la carga específica que debe cumplir la autoridad al momento de formular su contestación de demanda, es la de expresar los hechos y el derecho en que se apoya para negar fictamente lo que peticionó el interesado, luego al estar en presencia de una ficción jurídica distinta a una resolución expresa, no tiene las mismas exigencias para su validez.
Por ende, si bien la autoridad demandada al emitir su contestación no cumplió con dicha exigencia, tampoco resultó válido considerar los argumentos plasmados en el oficio **********, toda vez que la demandada no expreso tales consideraciones en la contestación de demanda, ni tampoco solicitó que éstas fueran tomadas en cuenta como sustento de su negativa.

Debido a lo anterior, la Primera Sala calificó de fundados pero inoperantes, el primero y segundo de los conceptos de impugnación, pues la autoridad demandada en efecto no expresó en su contestación de demanda los hechos y el derecho en que se apoyó la negativa ficta impugnada, incumpliendo con el propósito de que el peticionante conociera la esencia de los argumentos legales y de hecho en que se apoyó la autoridad, de manera que no quedó plenamente capacitado para rendir prueba en contrario de los hechos aducidos por la autoridad, y para alegar en contra de su argumentación jurídica y acorde a lo dispuesto por el artículo 244 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvo por confesa de los hechos a la autoridad, salvo prueba en contrario.

Luego, respecto al concepto de impugnación tercero en el que toralmente el actor adujo que es procedente la devolución por pago de lo indebido solicitada en sede administrativa, toda vez que la norma que aparentemente reguló el entero y determinación de las contribuciones tildadas de improcedentes se tornan inconstitucionales y contrarias al artículo 31 fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con el diverso numeral 19, párrafos primero y segundo, fracción II, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí.

En adición a lo anterior, el actor refirió que la ilegalidad radica en el hecho de que de la lectura de los artículos 13 y 14 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, y de las definiciones de derecho e impuesto, se concluye que la clasificación prevista en la ley local es inconstitucional pues el cobro por la inscripción de instrumentos jurídicos detenta la naturaleza de un derecho y no de impuesto, por lo cual considera procedente la solicitud de pago de lo indebido.

A los anteriores conceptos de impugnación, la Primera Sala Unitaria los calificó de infundados, en atención a que consideró que el actor no se encuentra en ninguna de las hipótesis para la devolución de pago de lo indebido, pues de conformidad con lo dispuesto por el artículo 35, del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, las hipótesis por las que la autoridad fiscal está obligada a efectuar una devolución de una contribución previamente pagada son:

a) Cuando se trate de un pago de lo indebido y,

b) Cuando se trate de un saldo a favor porque la naturaleza de la contribución así lo disponga.

Siendo que el primer término se refiere a un pago que se hizo y no se debió hacer en los términos legales, es decir ante un error en el cálculo o el pago y en la segunda, los saldos a favor que se generan por la aplicación de la propia ley y que no se refiere a errores atribuibles al ente pagador, sino a la aplicación de acreditamientos, compensaciones, estímulos o créditos fiscales.

Consideración la anterior, a la cual arribó la Primera Sala Unitaria, en razón de que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 7 del Código Fiscal del Estado, los derechos son las contraprestaciones que se pagan en la hacienda pública como precios por los servicios de carácter administrativo prestados por los órganos del poder público a las personas que los soliciten y de conformidad con el numeral 49 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, se desprende que el pago por concepto de derechos por servicios prestados por la Secretaría General de Gobierno, con motivo de la inscripción de contratos de crédito con garantía hipotecaria, otorgados por sociedades de crédito, se impone una tasa por dicho servicio, de 2.5 al millar, sobre la del monto del crédito del contrato.
En el caso sometido a estudio, precisó que el Apoderado legal de la moral compareciente, en su escrito de demanda afirmó que el veintinueve de junio de dos mil dieciocho su representada y **********, Sociedad Anónima, Institución de Banca Múltiple, celebraron contrato de Apertura de Crédito Simple con Garantía Hipotecaria, contenido en el Instrumento Notarial t**********, pasado ante la fe del Notario Público número 22, con ejercicio en esta ciudad Capital, por un crédito simple hasta por la cantidad de $********** (Doscientos cuarenta y seis millones trescientos setenta y cinco mil pesos 00/100 Moneda Nacional), y que con fecha seis de julio de dos mil dieciocho, procedió a su inscripción en el Registro Público, erogando la cantidad de $********** pesos 00/100 M.N) por concepto de impuesto más asistencia social.

Y que posteriormente, el seis de septiembre de dos mil dieciocho, su representada y **********, Sociedad Anónima, Institución de Banca Múltiple, celebraron diverso contrato de Apertura de Crédito Simple con Garantía Hipotecaria, contenido en el Instrumento Notarial **********, pasado ante la fe del Notario Público número 22, con ejercicio en esta ciudad Capital, por un crédito simple hasta por la cantidad de $********** Moneda en curso legal en los Estados Unidos de América, disponible únicamente en moneda nacional), y que el siete de septiembre de dos mil dieciocho, lo inscribió en el Registro Público, siendo obligada a erogar en la Oficina Recaudadora la cantidad de $********** pesos 00/100 M.N), por concepto de impuesto más asistencia social.
Para acreditar lo anterior, la parte actora aportó diverso material probatorio, al cual, la Primera Sala le otorgó valor probatorio de conformidad a lo dispuesto por los artículos 72, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y 388 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, en aplicación supletoria del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, de acuerdo con lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 217 de éste último ordenamiento; en razón de no haber sido objetados por la autoridad demandada.

De los medios probatorios, la A quo sostuvo que se justifica debidamente que la persona moral ********** Sociedad Anónima de Capital Variable, celebró con las instituciones de crédito antes referidas, los actos jurídicos relativos a la celebración de los contratos con garantía hipotecaria, en los términos contenidos en los mismos.
En cuanto a las constancias registrales, relativas a la inscripción de los contratos de Apertura de Crédito Simple con Garantía Hipotecaria, ********** por la cantidad de ********** Moneda en curso legal en los Estados Unidos de América, disponible únicamente en moneda nacional), y del contenido en el Instrumento Notarial ********** por la cantidad de **********Moneda Nacional), advirtió que en dichas constancias se señala que se pagaron los derechos de registro con los recibos “**********” y “**********, a los que les concedió pleno valor probatorio de conformidad a lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Posteriormente, la A quo sostuvo que en relación al monto de los créditos, al aplicárseles la tasa a razón de 2.5 al millar -la cual se obtiene de dividir el importe del contrato en miles, multiplicando el resultado por 2.5-, se arrojan los resultados de las operaciones, siendo del tenor siguiente:

Respecto del contrato celebrado por el monto de **********Moneda Nacional), al dividirse entre mil y multiplicarse por 2.5, se arrojó la cifra de **********(**********M.N.) y sumando el pago por concepto de asistencia social, el cual corresponde a ********** (********** M.N.), obtuvo el total de ********** (********** pesos 00/100 M.N.), cantidad que coincide con el recibo de entero folio **********.

Por otro lado, del diverso contrato de Apertura de Crédito Simple con Garantía Hipotecaria, por un crédito simple hasta por la cantidad de $********** Moneda en curso legal en los Estados Unidos de América, disponible únicamente en moneda nacional), precisó que según se aprecia del recibo de entero respectivo, el tipo de cambio a la fecha de inscripción del instrumento jurídico -siete de septiembre de dos mil dieciocho- correspondía a $********** (********** pesos 26/100 M.N.), luego al multiplicar dicha cifra con la cantidad del contrato arrojaba la cantidad de $********** (********** pesos 00/100 M.N.) y al dividirlo entre mil y multiplicarlo por 2.5 (tasa al millar), se arrojó la cantidad de $********** (********** pesos 00/100 M.N.) y sumando el pago de asistencia social de $********** (********** pesos 00/100 M.N.), dio un total de $373,162,00 (**********00/100 m.n.), el cual corresponde al recibo de entero folio **********.
Por tanto, la A quo sostuvo que era evidente que los pagos efectuados, derivan de los derechos, por virtud de la actividad que realiza el Estado, consistente en la prestación de los servicios de inscripciones que presta el Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí, resultando aplicable la disposición legal, párrafo primero del artículo 49 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, el cual prevé la causación del 2.5 al millar, estableciendo como base de la misma el monto del crédito.
Lo anterior aunado, a que en relación a los derechos que prevé la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, se cubre un importe además por concepto de Asistencia Social, de conformidad con lo establecido en el artículo 93 de la legislación en cita, concepto el cual también se encuentra comprendido en los recibos de entero folios **********, expedidos por la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas.
Conforme a lo expuesto, la Primera Sala sostuvo que el pago por derechos efectuado por razón de la inscripción de contratos de crédito con garantía hipotecaria, y otorgados por sociedades de crédito, se encuentra en consonancia al párrafo primero del artículo 49 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, máxime que las cantidades resultaron coincidentes, con lo cual se destacó que detenta la naturaleza de un derecho, sin que dicha disposición de lugar a una interpretación distinta, máxime que la actuación de la autoridad exactora se encuentra en armonía a lo expresamente permitido por la disposición normativa.

Por tanto, determinó que no era dable que la actora adujera que el pago por la inscripción registral corresponda a un pago indebido, pues resultaba acorde a lo previsto en el párrafo primero del numeral 49 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí.
Finalmente, la Sala Resolutora determinó que el pago efectuado por la inscripción de los contratos de crédito con garantía hipotecaria, tiene su fundamento legal en lo establecido en el numeral 7 fracción I inciso b), del Código Fiscal del Estado, en concordancia con el artículo 49 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, preceptos legales con base en los cuales resulta legal el pago efectuado por concepto de derechos por inscripción registral de los contratos inscritos por la actora.
Máxime que no advirtió que la accionante tuviese un saldo a su favor, ni derecho a la devolución de pago indebido alguno, máxime que a dicha parte procesal corresponde probar que, contrario a lo determinado y sustentado, existía un pago realizado de manera indebida, al que la autoridad estuviera obligada a efectuar en términos de lo previsto en el artículo 35 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, sin que ello hubiere acontecido.
Por otra parte, respecto de la inconstitucionalidad alegada, respecto al artículo 14 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí; el disenso fue calificado de inoperante a razón de que el mismo se encuentra encaminado a controvertir la constitucionalidad de una norma, argumento que no se centra en atacar la legalidad de la resolución demandada, por lo que tales cuestiones deben ser resueltas por los órganos del Poder Judicial de la Federación, debido a que es quien tiene competencia primigenia respecto del control de constitucionalidad de normas generales; además sostuvo que no se advierte violación alguna a Derechos Humanos, por la cual se tenga que aplicar el control difuso de constitucionalidad o convencionalidad.
Respecto al concepto de impugnación en el que la actora refirió que es improcedente la determinación del pago, en la medida que para conocer de qué tipo de gravamen es menester remitirse al artículo 14 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, la cual dispone diversas situaciones en las cuales los contribuyentes deberán pagar el impuesto sobre negocios o instrumentos jurídicos, se calificó de inoperante, al derivar de una premisa inexacta, ya que en el precepto citado se establece que el objeto del impuesto es el de gravar la realización de los diversos negocios jurídicos que se describen en las fracciones e incisos, siendo que en el caso, se trata del pago de derechos por inscripción de contratos de crédito con garantía hipotecaria y otorgados por sociedades de crédito, de ahí la calificación a su motivo de disenso, al no resultar aplicable el precepto legal en cuestión.
Finalmente, la A quo precisó que respecto de la ampliación de demanda, no se encontraba obligada a considerar los agravios vertidos, al no formar parte de la litis, pues éstos se centraban en impugnar el oficio **********de veintitrés de septiembre de dos mil veintiuno, luego al haberse emitido dicha resolución expresa, con posterioridad a la presentación de la demanda, la Sala Unitaria no se encuentra obligada a estudiarla.

Por tanto, con fundamento en el artículo 251, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se reconoció la LEGALIDAD y VALIDEZ de la resolución negativa ficta impugnada, que fue sustentada por la autoridad demandada Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, Direcciones de Ingresos y Recaudación y Política Fiscal, relativa a la solicitud de la devolución de pago de lo indebido.
En contra de dicha determinación, la moral recurrente, esgrime en esencia lo siguiente:
1. Que la sentencia reclamada resulta inconstitucional, toda vez que la misma se encuentra signada por el actuario de la Segunda Sala y no así por el Secretario de Acuerdos ni por la Magistrada de la Sala competente.
2. Que el fallo recurrido es contrario al principio de congruencia y exhaustividad, ya que la A quo no realizó un estudio íntegro del escrito inicial de demanda, al determinar que en el caso no se actualizaba la procedencia de solicitud de devolución plasmada en resolución negativa ficta, recaída a la solicitud de devolución por pago de lo indebido, por concepto del pago de Impuesto Sobre Negocios o Instrumentos Jurídicos, efectuados con motivo de las inscripciones al Registro Público de los Contratos de Apertura de Crédito Simple con Garantía Hipotecaria a que se ha hecho alusión anteriormente.

3. En ese mismo aspecto, el recurrente se duele de que al negarse el reconocimiento subjetivo a la devolución del pago de lo indebido, se violaron en su perjuicio los principios de congruencia y exhaustividad, ya que a su juicio considera que el fallo no se fundó en derecho, ni consideró en su integridad el contenido total del escrito inicial de demanda.

4. También, considera que el fallo apelado sólo centró en el estudio del acto impugnado, sin realizarse un estudio amplio e íntegro de los hechos y derechos reclamados.

5. Que en el escrito inicial de demanda se plantearon cuatro conceptos de impugnación, mientras que en la ampliación planteó tres, los cuales a su parecer fueron omitidos y no atendidos por cuanto a estudio por la Sala Primigenia.
6. Asimismo, se duele de que el concepto de impugnación primero, en el cual se planteó una insuficiente fundamentación y motivación de los actos reclamados, al grado de ostentar una ausencia total de fundamentación y motivación, por parte de las demandadas, con lo cual se ocasionaba que el recurrente no tuviera la certeza respecto de los gravámenes aplicados y surtidos por la apelante.

7. De igual manera, por cuanto hace al concepto de impugnación segundo, precisó que esgrimió una ausencia total de fundamentación y motivación, pues se infería en esencia la aplicación del numeral 14 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, siendo que la demandada al contestar la demanda, se limitó a solicitar su sobreseimiento, al considerar que la negativa ficta quedó sin efectos, en razón de que por oficio ********** de veintitrés de septiembre de dos mil veintiuno, se emitió una resolución expresa.

8. Alega que la Sala responsable, actuó de forma errónea al pretender mejorar la fundamentación y motivación de la resolución combatida, pues afirma que indebidamente la A quo introduce y afirma la aplicación del numeral 49 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, la cual se refiere al pago de derechos; sin embargo, la demandada jamás invocó tal precepto como aplicable al caso concreto, de ahí que se mejoró la ilegalidad combatida, conforme a lo dispuesto por el numeral 143, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

9. Que no es dable que la Sala Responsable pueda legalmente construir una teoría del caso tomando argumentos que la autoridad demandada ni si quiera dijo (el artículo de la Ley Hacendaria que aplicó), pues evidentemente es un mejoramiento de la fundamentación y motivación de los actos impugnados, ya que los trata de encuadrar en un supuesto de contribución que no corresponde a los de aplicación del demandante.
10. El recurrente alega también, que los argumentos contenidos los conceptos de impugnación tercero y cuarto, de su escrito inicial de demanda, no fueron estudiados por la Primera Sala, ya que la litis efectivamente planteada, partía primero de la premisa de no saber que numeral se le aplicó, en segundo término de que en caso de ser aplicado alguno de los señalados, los mismos resultaban ilegales por desproporcionados y en tercer aspecto, que resultaba factible ejercer un control de constitucionalidad.
11. Que la Sala, no funda por qué no entró al estudio de los conceptos de impugnación vertidos en la ampliación de demanda, los cuales atacaban la resolución expresa de la responsable, lo cual transgrede su derecho a la justicia contemplado en el artículo 17 constitucional, ya que ésta se confunde y argumenta que los agravios vertidos fueron para enderezar la defensa, lo cual es incorrecto, ya que los mismos fueron oportunos y se relacionan con el fondo del asunto.
Ahora bien, como se adelantó, los anteriores agravios vertidos por la aquí recurrente, son infundados en parte, e inoperantes en otra.

Primeramente, se procede al estudio del agravio enunciado en el inciso uno, toda vez que en el mismo se hacen valer violaciones de índole formal, y de resultar fundadas éstas, impide el análisis de las restantes.
Sirve de sustento a lo anterior, la tesis IV.1o.A.1 K (10a.), emitida por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, cuyo rubro y texto son del tenor siguiente:
“VIOLACIONES FORMALES. LA FALTA DEL NOMBRE DE LOS SERVIDORES QUE PARTICIPAN EN LAS ACTUACIONES JUDICIALES PRODUCE SU INVALIDEZ SI REDUNDA EN UN MAYOR BENEFICIO PARA EL QUEJOSO. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 151/2013 (10a.), estimó que la mención expresa del nombre de los servidores públicos que intervengan en actuaciones judiciales constituye un requisito para su validez; sin embargo, conforme a lo dispuesto en el artículo 107, fracción III, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con los numerales 182, último párrafo y 189, ambos de la Ley de Amparo, los Tribunales Colegiados de Circuito deben verificar preferentemente el fondo de los asuntos puestos a su conocimiento, procurando evitar, en lo posible, la prolongación de la controversia, para lo cual debe privilegiarse el estudio de los conceptos de violación de fondo por encima de los de procedimiento y forma, a menos que invertir el orden redunde en un mayor beneficio para el quejoso. En esa medida, al atender al nuevo modelo constitucional, cuando se presente el vicio formal a que se refiere la jurisprudencia señalada, debe preferirse el estudio de los argumentos de fondo de la controversia si se produce un mayor beneficio al quejoso, pues de ser fundados éstos lograría la insubsistencia total del acto reclamado.”

Ahora bien, en el agravio aludido, el recurrente medularmente se aduce la inconstitucionalidad del fallo recurrido en virtud de no encontrarse firmado por la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria y el Secretario de Acuerdos adscrito a la misma; este deviene inoperante, al basarse en una premisa que tiene como sustento una hipótesis no verídica, ya que de una simple lectura al fallo recurrido es dable advertir que este se encuentra signado por la Magistrada **********, Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en conjunto con el licenciado **********, Secretario de Acuerdos adscrito a la sala en cuestión, tal como se advierte de la imagen que se inserta en el párrafo siguiente; de ahí la calificación dada a dicho disenso.
DIGITALIZACIÓN DE DOCUMENTO
Robustece a lo anterior, el criterio jurisprudencial 2ª./J. 108/2012 (10ª), emitido por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, del rubro y texto siguiente: 
“AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE SE SUSTENTAN EN PREMISAS FALSAS. Los agravios cuya construcción parte de premisas falsas son inoperantes, ya que a ningún fin práctico conduciría su análisis y calificación, pues al partir de una suposición que no resultó verdadera, su conclusión resulta ineficaz para obtener la revocación de la sentencia recurrida.”

Por otro lado, respecto los agravios mencionados en los numerales dos, tres, cuatro, cinco, seis, siete y diez, su estudio se hará de manera conjunta, pues en estos se duele medularmente de una falta de congruencia y exhaustividad, en la resolución apelada, pues considera toralmente que la Primera Sala Unitaria, fue omisa en estudiar y dar respuesta a todos y cada uno de los conceptos de impugnación hechos valer en su demanda como en la ampliación de la misma.
Los anteriores motivos de disenso son infundados, en atención a las consideraciones siguientes.

Cabe destacar que los principios de congruencia y exhaustividad se encuentran comprendido en el artículo 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el cual es del tenor siguiente:

“ARTÍCULO 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener:

I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido;

II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y

III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.”
En ese aspecto, se advierte que el marco normativo establece que los fallos deben contener la fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, en concordancia con la demanda y con la contestación formuladas por las partes, apreciando las pruebas conducentes y resolviendo sin omitir nada, ni añadir cuestiones no hechas valer, es decir, sin introducir consideraciones ajenas a la litis; por otra, que no contengan resoluciones ni afirmaciones que se contradigan entre sí. El primer aspecto constituye la congruencia externa y el segundo la interna.
Ahora bien, como ya se dijo, los agravios son infundados, ya que se advierte que la A quo si llevó a cabo el análisis de los conceptos de impugnación que puso en consideración de la resolutora.

Al respecto de los señalados como primero y segundo, se procedió a su estudio en conjunto en razón de que se formularon por falta de fundamentación y motivación, en contravención a lo que disponen los numerales 16, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el artículo 46 del Código Fiscal para el Estado de San Luis Potosí.
La Sala de Origen precisó, que en los mismos, el actor adujo que era procedente declarar la nulidad de la negativa ficta combatida, debiendo reconocerse su derecho a la autorización de devolución del pago de lo indebido por concepto de las cantidades erogadas con motivo de las inscripciones al registro público de los actos jurídicos precisados, ello al vulnerar las garantías de legalidad, seguridad jurídica, equidad e igualdad, consagradas en los numerales 16 y 31, fracción IV, de la Carta Magna.
Corolario a lo anterior, precisó que del contenido del artículo 16 del Pacto Federal, se patentiza que todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso; y por lo segundo, que también deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto.
En atención a lo anterior, la Sala de Origen sostuvo que en el caso sometido a estudio, se estaba frente a una resolución negativa ficta y lo que el legislador estatal estableció al respecto en el Código Procesal Administrativo Estatal es que la carga específica que debe cumplir la demandada al momento de formular su contestación de demanda, es la de expresar los hechos y el derecho en que se apoya para negar fictamente lo que peticionó el actor, ya que al estar en presencia de una ficción jurídica que es distinta a una resolución expresa que debe notificarse, no tiene las mismas exigencias para su validez.
Que en ese aspecto, era dable advertir que la autoridad al contestar su demanda, se limitó a expresar que la negativa ficta quedó sin efectos en razón de que la petición de la actora fue respondida por la Directora Jurídica y de Capacitación Fiscal dependiente de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, mediante oficio ********** de veintitrés de septiembre de dos mil veintiuno; es decir fue omisa en exponer los motivos y fundamentos que sustentan la negativa a la solicitud del actor.

Por tanto, la sala primigenia sostuvo que los conceptos de impugnación eran fundados pero inoperantes ya que la demandada en efecto no expresó en su contestación los hechos y el derecho en que se apoyó la negativa ficta, incumpliendo con el propósito de que el peticionante conociera la esencia de los argumentos legales y de hecho en que se apoyó la autoridad; sin embargo, acorde a lo dispuesto por el artículo 244 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con motivo de dicha omisión, la tuvo por confesa y procedió a analizar la cuestión de fondo planteada por el actor.

Consideración ésta última, de la que no vertió agravio alguno la parte recurrente; y por tanto, al recaer en ésta la obligación de confrontar todas y cada una de las consideraciones que sustentan el fallo impugnado, es que con ello sería suficiente considerar la confirmación del mismo, pues así lo dispone el criterio jurisprudencial 1a./J. 19/2012 (9a.), emitido por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que reza: 
“AGRAVIOS INOPERANTES. SON AQUELLOS QUE NO COMBATEN TODAS LAS CONSIDERACIONES CONTENIDAS EN LA SENTENCIA RECURRIDA. Ha sido criterio reiterado de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, que los agravios son inoperantes cuando no se combaten todas y cada una de las consideraciones contenidas en la sentencia recurrida. Ahora bien, desde la anterior Tercera Sala, en su tesis jurisprudencial número 13/90, se sustentó el criterio de que cuando el tribunal de amparo no ciñe su estudio a los conceptos de violación esgrimidos en la demanda, sino que lo amplía en relación a los problemas debatidos, tal actuación no causa ningún agravio al quejoso, ni el juzgador de amparo incurre en irregularidad alguna, sino por el contrario, actúa debidamente al buscar una mejor y más profunda comprensión del problema a dilucidar y la solución más fundada y acertada a las pretensiones aducidas. Por tanto, resulta claro que el recurrente está obligado a impugnar todas y cada una de las consideraciones sustentadas por el tribunal de amparo aun cuando éstas no se ajusten estrictamente a los argumentos esgrimidos como conceptos de violación en el escrito de demanda de amparo.

No obstante lo anterior, es innegable para este Tribunal de Alzada que debidamente lo resuelto por la Sala Unitaria de origen, no obstante de acreditarse la falta de fundamentación, no podía perderse de vista que se demandó la nulidad de una negativa ficta.

Al respecto, el artículo 3, fracción XVI
 del Código Procesal Administrativo para el Estado, define a la negativa ficta como una figura jurídica por virtud de la cual ante la omisión de la autoridad de emitir una resolución expresa dentro de los plazos previstos por el código en comento, se entiende que resuelve en sentido negativo.
De esta manera, el silencio administrativo configurado como un acto desestimatorio de la petición elevada origina una ficción legal en virtud de la cual ante la falta de una resolución procede la desestimación del fondo de las pretensiones de la parte solicitante, lo cual se traduce en una denegación tácita del contenido material de su petición, circunstancia que origina el derecho procesal de interponer los medios de defensa correspondientes.

El artículo 244 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí dispone lo siguiente:

“ARTÍCULO 244. La parte demandada deberá adjuntar a su contestación copias de la misma y de los documentos que acompañe, para cada una de las demás partes.

Para efectos de lo anterior, se estará a lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 235 de este Código.

En la contestación de la demanda no podrá variarse la fundamentación y motivación del acto impugnado.

Tratándose de resolución negativa ficta, si la autoridad no expresa los hechos y el derecho en que se apoya la misma, la Sala tendrá por confesados los hechos que la actora le impute de manera precisa a la demandada, salvo prueba en contrario.”
Dicha norma prevé que en caso de que se promueva juicio de nulidad contra una resolución negativa ficta, la autoridad demandada, deberá expresar los hechos y el derecho en que la sustentó y para el caso de ser omisa, se le tendrá por  confesa de los hechos que la actora le impute.

Por ende, se considera adecuado el tratamiento efectuado por la sala de origen, pues en primer término sostuvo que la demandada no expresó en su contestación los hechos y el derecho en que se apoyó la negativa ficta, incumpliendo con el propósito de que el peticionante conociera los argumentos legales y de hecho en que se apoyó la autoridad y en segundo declaró confesa a la autoridad demandada acorde a lo dispuesto por el artículo 244 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, procediendo a analizar la cuestión de fondo planteada por el actor, pues el fin de esa negativa, es que se analice la petición de fondo del contribuyente que se entiende negada fictamente por la autoridad administrativa.
Así lo determinó la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la contradicción de tesis 91/2006-SS que dio origen a la jurisprudencia 2a./J. 166/2006, ya que uno de los propósitos esenciales de la configuración de la negativa ficta se refiere a la determinación de la litis sobre la que versará el juicio de nulidad, la cual no puede referirse a otra cosa sino a la materia de fondo de lo pretendido expresamente por la parte solicitante y lo negado fictamente por la autoridad, con objeto de garantizar la resolución de su petición y una protección más eficaz respecto de los problemas controvertidos a pesar del silencio de la autoridad.

Por tanto, como ya se dijo, no se advierte una falta de congruencia y exhaustividad, ya que la Sala de Origen al declarar por confesa a la demandada en los términos precisados con antelación, procedió al análisis de la cuestión de fondo planteada por el actor, prosiguiendo al estudio del concepto de impugnación tercero, en el que medularmente el actor esgrimió que era procedente la devolución por pago de lo indebido solicitada, toda vez que a su parecer la norma que reguló el entero y determinación de las contribuciones tildadas de improcedentes son inconstitucionales y contrarias al artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con el diverso numeral 19, párrafos primero y segundo, fracción II, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí.
Y el efecto la Sala Resolutora, en cumplimiento a los principios de congruencia y exhaustividad, sostuvo que el actor no se encontraba en ninguna de las hipótesis que pudiesen hacer procedente la devolución del importe de una contribución previamente pagada, ya que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 35
 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí; las hipótesis por las que procede la devolución son cuando se trate de un pago de lo indebido y cuando se trate de un saldo a favor; entendiéndose por lo primero un pago que se hizo y no se debió hacer en los términos efectuados, lo cual reconoce implícitamente la existencia del error en los cálculos y cualquier tipo de error que propicie que se entere una cantidad que no debía enterarse; y por lo segundo los saldos a favor que se generan por la aplicación de la propia ley, que no se refiere a errores atribuibles al ente pagador.
Para arribar a la anterior consideración, la Sala Primigenia precisó que de conformidad con lo establecido en el artículo 7 del Código Fiscal del Estado, en específico la fracción I, inciso b)
, prevé los derechos como las contribuciones establecidas en la ley, por el uso o aprovechamiento de bienes de dominio público del Estado o municipios, así como por los servicios que prestan éstos en sus funciones de derecho público; siendo que los derechos, son las contraprestaciones que se pagan en la hacienda pública como precios por los servicios de carácter administrativo prestados por los órganos del poder público a las personas que los soliciten.
También, que la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, en el CAPITULO I, denominado SERVICIOS PRESTADOS POR LA SECRETARIA GENERAL DE GOBIERNO, en el párrafo primero del numeral 49
, dispone el pago por concepto de derechos, por servicios prestados por la Secretaría de General de Gobierno, con motivo de la inscripción de contratos de crédito con garantía hipotecaria, otorgados por sociedades de crédito, respecto de los cuales se impone la tasa por dicho servicio, la cual corresponde al 2.5 al millar, considerando como base el monto del crédito del contrato.
Luego, la resolutora procedió a la valoración del material probatorio, con el fin de delimitar si en efecto era procedente la devolución por pago de lo indebido y en lo que aquí interesa expuso que se justificó debidamente que la persona moral denominada **********, representada por conducto de su Apoderado legal, celebró con las instituciones de crédito **********, Sociedad Anónima, Institución de Banca Múltiple y ********** Sociedad Anónima, Institución de Banca Múltiple, los actos jurídicos relativos a la celebración de los contratos con garantía hipotecaria, en los términos contenidos en los mismos.

Por su parte, de las constancias registrales relativas al trámite de apertura de crédito, de los contratos de Apertura de Crédito Simple con Garantía Hipotecaria, contenidos en los Instrumentos Notariales **********, por un crédito simple hasta por la cantidad de $********** (********** mil dólares 00/100 Moneda en curso legal en los Estados Unidos de América, disponible únicamente en moneda nacional) y el contenido en el Instrumento Notarial **********, por un crédito simple hasta por la cantidad de ********** (********** mil pesos 00/100 Moneda Nacional), advirtió que en dichas constancias se estableció que se pagaron los derechos de registro con los recibos “**********” y **********, documentales a las que se les concedió pleno valor probatorio de conformidad a lo dispuesto por el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
En ese orden de ideas, la Sala precisó que al efectuarse el pago de derechos, la operación para obtener los totales correspondientes, es aplicando la tasa a razón de 2.5 al millar, al monto total del crédito, (la cual se obtiene dividiendo el monto total del crédito entre mil, multiplicando el resultado por 2.5).

Por tanto, al efectuar las anteriores operaciones se obtuvo que respecto del importe del contrato que se celebró por el monto de  $**********M.N.)**********al dividirlo entre mil se obtiene la cantidad de $********** **********pesos 00/100 M.N.) y multiplicado por 2.5 (que representa la tasa al millar) se obtiene un total de **********pesos**********M.N.).
De ahí que si la parte actora realizó un pago por la cantidad de **********pesos**********M.N.), según se aprecia del recibo de entero folio **********, resulta ser coincidente con el resultado de las operaciones efectuadas en el párrafo anterior, lo cual es acorde a lo previsto en el párrafo primero del numeral 49 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí.

Además se advierte un pago por concepto de Asistencia Social por el importe de ********** (********** pesos 00/100 M.N.), el cual sumado a la anterior cantidad, da un total de $********** (********** pesos 00/100 M.N.).

De igual manera, la Resolutora advirtió, que del diverso contrato de Apertura de Crédito Simple con Garantía Hipotecaria, celebrado por la cantidad de $**********dólares 00/100 Moneda en curso legal en los Estados Unidos de América, disponible únicamente en moneda nacional), para convertirlo a pesos, la demandada, tomó en consideración que el siete de septiembre de dos mil dieciocho, el tipo de cambio era a $**********, según se aprecia del recibo de entero respectivo, correspondiendo la cantidad en moneda nacional de **********pesos 00/100 M.N.).

Por tanto, al aplicarle al monto anterior, la tasa a razón de 2.5 al millar, se obtiene un resultado de $**********(********** pesos 00/100 M.N.).

De ahí que si la parte actora realizó un pago por $**********(********** pesos 00/100 M.N.), según se aprecia del recibo de entero folio **********, al ser esta coincidente con el resultado de las operaciones, resulta acorde a lo previsto en el párrafo primero del numeral 49 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, pues además se advierte un pago por concepto de Asistencia Social por el importe de $********** (********** pesos 00/100 M.N.), el cual sumado a la anterior cantidad, da un total de $********** (********** pesos 00/100 M.N.).
De acuerdo a lo anterior, contrario  a lo establecido en agravios, la Primera Sala Unitaria, claramente expuso que los pagos efectuados, derivan de los derechos, por virtud de la actividad que realiza el Estado, consistente en la prestación de los servicios de inscripciones que presta el Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí, resultando aplicable la disposición legal, párrafo primero del artículo 49 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, que prevé la causación del 2.5 al millar, estableciendo como base de la misma el monto del crédito.
Lo anterior aunado, a que particularmente en relación a los derechos que prevé la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, se cubre un importe además por concepto de Asistencia Social, de conformidad con lo establecido en el artículo 93 de la legislación en cita, concepto el cual también se encuentra comprendido en los recibos de entero folios ********** y **********, expedidos por la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas.
Asimismo, la Sala Primigenia sostuvo que el pago por derechos efectuado por razón de la inscripción de contratos de crédito con garantía hipotecaria, y otorgados por sociedades de crédito, se encuentra en consonancia al párrafo primero del artículo 49 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, con lo cual se destaca que detenta la naturaleza de un derecho, sin que dicha disposición de lugar a una interpretación distinta.

Por ende, determinó que el pago efectuado por la Actividad realizada por el Estado, en razón de la inscripción de contratos de crédito con garantía hipotecaria, y otorgados por sociedades de crédito, tiene su fundamento legal en lo establecido en el numeral 7, fracción I, inciso b), del Código Fiscal del Estado, en concordancia con el artículo 49 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, de ahí que la Primera Sala  Unitaria sostuvo la legalidad del pago efectuado y refirió que la actora no tenía derecho a la devolución de pago indebido alguno; máxime que es al accionante a quien le corresponde probar dicha circunstancia y en la caso no lo hizo.

Por tanto, contrario a lo que sostiene el recurrente, este Tribunal de Alzada considera que el fallo emitido por la Primera Sala Unitaria, fue congruente y exhaustivo, pues se dio contestación a los conceptos de impugnación vertidos respecto de la falta de fundamentación y motivación atribuida a las responsables; se le hizo del conocimiento al contribuyente el fondo efectivamente planteado, en el que se le precisó que el pago por inscripción de los contratos de apertura de crédito con garantía hipotecaria, efectuado en los enteros folios ********** y **********, corresponde al pago de un derecho -el cual tiene su fundamento legal en lo establecido en el numeral 7 fracción I inciso b), del Código Fiscal del Estado, en concordancia con el artículo 49 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí- por los servicios que presta el Registro Público y no así al pago de un impuesto; además se le dijo que gozaban de legalidad, al haberse efectuado acorde a lo establecido por la norma; de ahí que los agravios anteriores, como ya se dijo, resulten infundados.
Análoga calificación merece el agravio contenido en el dígito diez, pues el mismo sí fue contestado por la Sala Resolutora, al cual lo declaró debidamente inoperante, pues esta Alzada comparte que el mismo se encuentra encaminado a controvertir la constitucionalidad de las normas, argumento que no se centra en atacar la legalidad de la resolución demandada, por lo que tales cuestiones deben ser resueltas por los órganos del Poder Judicial de la Federación, debido a que es éste quien tiene competencia primigenia respecto del control de constitucionalidad de normas generales; además al dar contestación al tercer aspecto del concepto de impugnación, le precisó que atendiendo al principio de exhaustividad, no advirtió violación alguna a derechos humanos, por la cual se tenga que aplicar el control difuso de constitucionalidad o convencionalidad.

Finalmente, el recurrente alega en sus agravios enunciados en los numerales ocho y nueve, que la Sala Primigenia, mejora la fundamentación de los actos de la autoridad para encuadrarlos en un supuesto de contribución el cual no corresponde a los de aplicación del demandante; es decir, el numeral 49 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, que se refiere al pago de derechos, sin embargo, la demandada, jamás invocó tal precepto.
Los agravios anteriores, devienen infundados, pues como ya quedó precisado en los párrafos que anteceden, la Sala de Origen al emitir su fallo determinó que la demandada al ser omisa en expresar los hechos y el derecho en que se apoyaba para negar lo fictamente peticionado por el actor, incurrió en una falta de fundamentación y motivación; por tanto, acorde a lo dispuesto por el artículo 244, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, la tuvo por confesa de los hechos salvo prueba en contrario, procediendo al estudio de fondo planteado por la persona moral ********** Sociedad Anónima de Capital Variable.

Luego, en el caso que nos ocupa se tiene que a las demandadas Titular de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal y el Titular de la Dirección General de Ingresos, ambos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, se les tuvo por confesas, ya que al emitir su contestación fueron omisas en expresar cuales eran los hechos y el derecho en que se apoyaba la resolución negativa ficta, omisión que produjo un estado de inseguridad jurídica al actor, pues no estuvo en posibilidad de controvertir la negativa ficta impugnada; por ende, es innegable que ante esa omisión de expresar argumentos de fondo que apoyen la negativa presunta, la Resolutora se encontraba obligada a analizar la petición de fondo del accionante; es decir, el derecho subjetivo violado, y decidir, lo que en derecho correspondiera, en términos del segundo párrafo del artículo 252, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; el cual es del tenor siguiente:

“ARTÍCULO 252. De ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se establezca.

Cuando se condene a la restitución de un derecho subjetivo violado o a la devolución de un bien o de una cantidad, la Sala deberá previamente constatar el derecho del particular […]”.

Ahora bien, de la porción normativa anterior, se desprende el imperativo legal consistente en que en el caso de sentencias en que se condene a la autoridad a la restitución de un derecho subjetivo violado o a la devolución de una cantidad, el tribunal deberá previamente, constatar el derecho que tiene el particular, además de la ilegalidad de la resolución impugnada.

Ese imperativo surge en virtud del modelo de plena jurisdicción con que cuenta el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, porque el efecto de la sentencia no se concreta a la mera nulidad del acto impugnado, sino que requiere tutelar en toda su extensión el derecho subjetivo del actor, fijando con claridad la forma en que será restituido o reparado. 
El deber de reconocer la existencia del derecho subjetivo se inspiró en los principios de justicia pronta y completa, previstos en el artículo 17 de la Constitución General de la República, porque antes de su nacimiento el tribunal se limitaba a anular el acto o la resolución impugnada, ante los vicios advertidos, sin posibilidad de analizar si el particular había satisfecho los requisitos legales para resolver favorablemente lo pedido en la instancia administrativa de origen, a pesar de que en el juicio de nulidad ofreciera los elementos que demostraran la existencia de ese derecho subjetivo, de modo que con esa nulidad -acotada- la autoridad nuevamente tenía que pronunciarse, con el consecuente retraso en la solución final de lo gestionado por el gobernado.
La constatación del derecho subjetivo tiende a evitar que el tribunal ordene su restitución, sin haber verificado que cuenta con él, ya que no es jurídicamente posible que se obligue a la autoridad administrativa a reconocer una prerrogativa legal, si el particular no cumple con todos los elementos para ello; de ahí que se justifique la comprobación oficiosa de ese derecho subjetivo, con el fin de que no se produzca un beneficio indebido por el actor, en el entendido que tiene eficacia plena esta obligación cuando el tribunal cuenta con los medios suficientes para valorar ese aspecto; de lo contrario, deberá declarar la nulidad del acto impugnado sin examinar dicho tema en la sentencia que dicte. 

lustra lo anterior, la jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que establece:
"NEGATIVA DE DEVOLUCIÓN DE LO PAGADO INDEBIDAMENTE. CUANDO SE DECRETA SU NULIDAD CON APOYO EN LOS ARTÍCULOS 238, FRACCIÓN IV Y 239, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA ESTÁ FACULTADO, POR REGLA GENERAL, ADEMÁS DE ANULAR EL ACTO, PARA REPARAR EL DERECHO SUBJETIVO DEL ACTOR Y CONDENAR A LA ADMINISTRACIÓN A RESTABLECERLO (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2005). Cuando el indicado tribunal declara ilegal la resolución impugnada que niega, por improcedente, la devolución de cantidades solicitadas por pago de lo indebido o saldo a favor, con base en el artículo 238, fracción IV, del Código Fiscal de la Federación, ello implica, en principio, que el tribunal realizó el examen de fondo de la controversia planteada, por tanto, la nulidad que decrete de dicha resolución en términos de la fracción III del artículo 239 del mismo ordenamiento legal, lo obliga a establecer, además, si el contribuyente tiene derecho o no a la devolución solicitada y, en su caso, a decidir lo que corresponda, pero no puede ordenar que la autoridad demandada dicte otra resolución en la que resuelva de nueva cuenta sobre dicha petición, porque ello contrariaría el fin perseguido por la ley al atribuir en esos casos al tribunal plena jurisdicción, que tiene como finalidad tutelar el derecho subjetivo del accionante, por lo que está obligado a conocer y decidir en toda su extensión la reparación de ese derecho subjetivo lesionado por el acto impugnado, por ello su alcance no sólo es el de anular el acto, sino también el de fijar los derechos del recurrente y condenar a la administración a restablecer y hacer efectivos tales derechos; lo anterior, salvo que el órgano jurisdiccional no cuente con los elementos jurídicos necesarios para emitir un pronunciamiento completo relativo al derecho subjetivo lesionado, pues de actualizarse ese supuesto de excepción debe ordenar que la autoridad demandada resuelva al respecto. Consideración y conclusión diversa amerita el supuesto en que la resolución administrativa impugnada proviene del ejercicio de una facultad discrecional de la autoridad, dado que si el tribunal declara la nulidad de la resolución en términos de la fracción III del artículo 239 del Código Fiscal de la Federación no puede, válidamente, obligar a la demandada a que dicte nueva resolución ante la discrecionalidad que la ley le otorga para decidir si debe obrar o abstenerse y para determinar cuándo y cómo debe obrar, sin que el tribunal pueda sustituir a la demandada en la apreciación de las circunstancias y de la oportunidad para actuar que le otorgan las leyes, además de que ello perjudicaría al contribuyente en vez de beneficiarlo al obligar a la autoridad a actuar cuando ésta pudiera abstenerse de hacerlo; pero tampoco puede, válidamente, impedir que la autoridad administrativa pronuncie nueva resolución, pues con ello le estaría coartando su poder de elección."

Por tanto, si bien la Primera Sala en el fallo recurrido sostuvo que el pago efectuado por la actividad realizada por el Estado, en razón de la inscripción de los contratos de Apertura de Crédito Simple con Garantía Hipotecaria, en trato, en los enteros folios ********** y **********, corresponde al pago de un derecho -el cual tiene su fundamento legal en lo establecido en el numeral 7 fracción I inciso b), del Código Fiscal del Estado, en concordancia con el artículo 49 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí- por los servicios que presta el Registro Público y no así al pago de un impuesto; ello en modo alguno conlleva a mejorar la fundamentación y motivación de la resolución demandada, sino a exponer las consideraciones en que basa su resolución. 
Es ilustrativa la tesis aislada1o.28 A (10a.), del Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que reza:
“PRINCIPIO DE CONGRUENCIA DE LAS SENTENCIAS DE NULIDAD. CONSISTE EN ASEGURAR LA RESPUESTA AL TEMA ESENCIAL MATERIA DE LA LITIS. La congruencia de las sentencias no sólo debe entenderse en sentido amplio, como se ha definido en diversos criterios jurisprudenciales, esto es, como aquel principio por medio del cual el juzgador está obligado a resolver los puntos materia de la litis, de modo que el justiciable tenga la certeza de que se estudió lo debatido en el juicio. Esto es así, porque esa idea generalizada es sólo un bosquejo, pero no significa que el juzgador, de manera sacramental, se vea constreñido a resolver línea por línea todas las manifestaciones expresadas, aspectos accesorios o que no son relevantes para la procedencia de las pretensiones, sino que lo importante de esa salvaguarda en el juicio de nulidad es la respuesta al tema esencial y, con ello, lograr advertir si lo accesorio sigue la suerte de lo principal, pues a través de éste se establecen las bases para que la autoridad jurisdiccional emita una resolución completa para que las partes cuenten con la certeza de haber sido escuchadas, ya que ven plasmadas en el fallo las cuestiones debatidas oportunamente en el juicio.

Finalmente, en los agravios enunciados en el numeral once, el recurrente en esencia alega que la Primera Sala fue omisa en fundar por qué no era dable entrar al estudio de los conceptos de impugnación que hizo valer en su ampliación de demanda, los cuales atacaron la resolución expresa contenida en el oficio **********, de veintitrés de septiembre de dos mil veintiuno.

El anterior motivo de disenso deviene inoperante.
En primer término, es dable precisar, que en el fallo recurrido se precisó que no resultaba válido considerar los argumentos plasmados en el oficio **********, de veintitrés de septiembre de dos mil veintiuno, en razón de que la demandada no expresó tales consideraciones en su contestación, ni tampoco solicitó que estas fueran tomadas en cuenta como sustento de su negativa, además que dicho oficio se emitió con posterioridad a la presentación de la demanda y las autoridades no acreditaron haber notificado al actor; por ende, ante la falta de notificación oportuna, se determinó que el mismo no tiene vida jurídica, de ahí que la Sala consideró que no estaba obligada a tomar en consideración los motivos y fundamentos en que se sustentó, porque el artículo 244, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, no prevé esa exigencia.

Por tanto, la Sala Unitaria determinó que no era dable introducirla a la litis del juicio de origen; circunstancia ésta que el recurrente no combate, pues sólo se limita a indicar que la A quo, no funda por qué no era dable entrar al estudio de los conceptos de impugnación hechos valer, sin embargo, no ataca las consideraciones que ésta sostuvo en el fallo recurrido para extraer de la litis el oficio **********, de veintitrés de septiembre de dos mil veintiuno, por los motivos que ahí le precisó.
Sirve de apoyo la jurisprudencia de la otrora Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro y texto siguientes: 
"CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. SON INOPERANTES SI NO ATACAN LOS FUNDAMENTOS DEL FALLO RECLAMADO. Si los conceptos de violación no atacan los fundamentos del fallo impugnado, la Suprema Corte de Justicia no está en condiciones de poder estudiar la inconstitucionalidad de dicho fallo, pues hacerlo equivaldría a suplir las deficiencias de la queja en un caso no permitido legal ni constitucionalmente, si no se está en los que autoriza la fracción II del artículo 107 reformado, de la Constitución Federal, y los dos últimos párrafos del 76, también reformado, de la Ley de Amparo, cuando el acto reclamado no se funda en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte, ni tampoco se trate de una queja en materia penal o en materia obrera en que se encontrare que hubiere habido en contra del agraviado una violación manifiesta de la ley que lo hubiera dejado sin defensa, ni menos se trate de un caso en materia penal en que se hubiera juzgado al quejoso por una ley inexactamente aplicable.."

También, sirve de apoyo a lo anterior, la jurisprudencia V.2º.J/26, emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Quinto Circuito, por las razones que informa, de rubro y texto siguientes:
“CONCEPTOS DE VIOLACION EN AMPARO DIRECTO EN MATERIA CIVIL. SON INOPERANTES LOS QUE NO ATACAN LOS FUNDAMENTOS DEL FALLO RECLAMADO. Si los conceptos de violación no atacan los fundamentos del fallo impugnado, este Tribunal Colegiado no está en condiciones de estudiar la inconstitucionalidad de dicho fallo, pues hacerlo, equivaldría a suplir las deficiencias de la queja en un caso no permitido legal ni constitucionalmente, si no se está en los que autoriza la fracción II, del artículo 107 constitucional ni en ninguno de los previstos por el artículo 76 bis de la Ley de Amparo. Luego, tales fundamentos subsisten y rigen la sentencia reclamada.

No sobra decir, que los agravios invariablemente deben estar dirigidos a combatir y evidenciar la ilegalidad de la totalidad de las consideraciones en que se sustenta el fallo recurrido, lo que en el caso no sucedió, por tanto, no pueden ser analizados válidamente por este tribunal de alzada.
Sin que se pueda suplir la deficiencia de los agravios vertidos por el actor, como lo refiere el artículo 156, fracción V, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, al no satisfacerse lo establecido en el diverso numeral 248 del citado ordenamiento.
Por tanto, acorde a la calificación dada a los agravios de la recurrente, mismos que resultaron ser infundados por una parte e inoperantes por otra, lo que procede es confirmar en la materia de la apelación la sentencia definitiva de veintinueve de abril de dos mil veintidós, de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, al resolver el juicio contencioso ********** de su índice.
Por último, con apoyo en lo dispuesto por el artículo 22, fracción II,
 del Reglamento Interior de este Tribunal se habilita al licenciado **********, para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.
Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 152, 153 y 154 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se:
RESUELVE:
ÚNICO. Se confirma la sentencia apelada de veintinueve de abril de dos mil veintidós, pronunciada por la Primera Sala Unitaria, en el juicio contencioso administrativo **********/2021/1, de acuerdo a las consideraciones y fundamentos precisados en el considerando octavo de esta resolución.

Notifíquese con testimonio de esta resolución de manera personal a **********, Sociedad Anónima de Capital Variable, por conducto de su apoderado********** y a través del Buzón Electrónico a las autoridades demandadas; remítanse los autos a la Sala de su origen; procédase a realizar las anotaciones respectivas en el Libro de Gobierno y la captura de datos en el Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales (SICEEJURIS); y en su oportunidad archívese el Toca como asunto concluido.
Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa Licenciado Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido de la licenciada Mónica Lárraga Sainz, Secretaria Jurisdiccional conforme a lo dispuesto por los artículos 18, fracción I
 en relación con el 20, fracción X
 ambos del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, que autoriza y da fe. RUBRICAS.
“En términos de lo previsto en los artículos 3 fracciones XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84, fracción XLIII, 87, fracción III y 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos.”

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí y 3 fracción VIII y IX, 4 y 29 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí. 
� Foja 390 de los autos del Juicio de Origen.


� “ARTÍCULO 152 


[…]


El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”


� Foja 20-24 del Toca.





� Foja 35-36 del Toca.





�“Artículo 154. 


[…]


La Sala Superior del Tribunal, dará vista a las partes para que en el término de tres días hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga; vencido este término se procederá a resolver con los elementos que obren en autos.”


� “ARTÍCULO 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener: 


I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido; 


II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y 


III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.


“ARTÍCULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 


I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución; 


II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnad a, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; 


III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; 


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y 


V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades 


La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.” 





� ARTÍCULO 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 


[…]


Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. […]”


� Personalidad que acreditó en el juicio de origen, con copia certificada del Instrumento Público sesenta y seis mil ochocientos sesenta y tres, tomo **********, del protocolo de la Notaría Pública Número Catorce de ésta ciudad.


� “ARTÍCULO 219.


[…]


Las personas morales serán representadas por quienes tengan el carácter de representantes legales, de acuerdo con sus escrituras constitutivas, o por medio de apoderados con poder bastante para comparecer a juicio en los términos de la legislación aplicable.”





� Foja 389 del juicio de origen.





� ARTÍCULO 40. Las notificaciones personales surtirán sus efectos al día hábil siguiente en que se realicen.


� Fojas 369-387 del Juicio de origen.


� https://www.inegi.org.mx/temas/uma/


� Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 161765 Instancia: Segunda Sala Novena Época Materias(s): Administrativa Tesis: 2a./J. 71/2011 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXIII, Junio de 2011, página 326 Tipo: Jurisprudencia


� Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 188503 Instancia: Segunda Sala Novena Época Materias(s): Administrativa Tesis: 2a./J. 45/2001 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XIV, Octubre de 2001, página 427 Tipo: Jurisprudencia.


� Fojas 145 a 147 del expediente 599/2021-1.





� Fojas 152 a 168 del expediente de origen.





� F. 170 del expediente de origen. 





� F. 177-185 juicio de origen.


� F. 202 juicio contencioso de origen.


� F. 349 juicio contencioso de origen.


� F. 368 juicio contencioso de origen.


� F. 369-387 juicio de origen.


� Publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 4, Marzo de 2014, Tomo II, página 1972, Registro digital: 2006007, Décima Época.





� Publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, XIII, Octubre de 2012, Tomo 3, página 1326, registro digital 2001825, en materia común.


� Publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro XIII, Octubre de 2012, Tomo 2, página 731, registro digital 159947, en materia común.


� “ARTÍCULO 3º. Para los efectos de este Código se entiende por:


[…]


XVI. Negativa Ficta: figura jurídica por virtud de la cual, ante la omisión de la autoridad de emitir una resolución de manera expresa, dentro de los plazos previstos por este Código los ordenamientos jurídicos aplicables al caso concreto, se entiende que se resuelve en sentido negativo lo solicitado por el particular;[…]”


� ARTICULO 35.- Cuando el contribuyente o responsable solidario hubiere efectuado un pago indebido o en razón de la naturaleza propia de la contribución, tenga un saldo a su favor, tendrá derecho a la devolución correspondiente, la que procederá de oficio o a petición del interesado, de conformidad con las reglas siguientes: 





I.- La devolución podrá hacerse en efectivo, cheque para abono en cuenta del beneficiario o certificado nominativo que podrá utilizarse para el pago de cualquier contribución en favor de la autoridad que lo emitió; 





II. La cantidad a devolver deberá actualizarse en los términos del artículo 9 de este ordenamiento, desde que se hizo el pago de lo indebido o se generó el saldo a favor, hasta que se efectúe el pago; 





III. Para proceder a la devolución, bastará que la autoridad compruebe fehacientemente la existencia de este derecho, para lo cual el interesado deberá anexar a su petición la documentación correspondiente. Si la autoridad estima insuficiente la documentación exhibida, tendrá un plazo de quince días para solicitar la que considere necesaria mediante requerimiento al interesado, quien tendrá, a su vez, un plazo equivalente de quince días para acompañarla, apercibido de que, en caso de no hacerlo, se tendrá por abandonada su petición;





IV. Siendo procedente la devolución, el plazo para efectuarla será de treinta días hábiles, contados a partir de la declaración de procedencia. A partir del vencimiento de este plazo, la autoridad deberá cubrir además, los intereses que se generen hasta que se efectúe el pago, a una tasa equivalente a la de los recargos moratorios; 





V. También se deberán pagar intereses, cuando la devolución sea consecuencia de la revocación o anulación definitiva del acto de autoridad que haya determinado el crédito fiscal pagado por el contribuyente. En este caso, los intereses se calcularán desde que se efectuó el pago; 





VI. El plazo que tienen los contribuyentes para solicitar la devolución, será de cinco años a partir de que se hizo el pago de lo indebido o se generó el saldo a favor. Transcurrido este plazo, prescribirá el derecho en favor del fisco, y 





VII. Cuando se efectúe una devolución improcedente, el interesado estará obligado a pagar, además de la cantidad recibida, la actualización y recargos moratorios que se generen desde la devolución hasta que se efectúe el reembolso, sin perjuicio de las sanciones que procedan.





Las autoridades fiscales podrán devolver una cantidad menor a la solicitada por los contribuyentes con motivo de la revisión efectuada a la documentación aportada.


No se considerará que las autoridades fiscales inician el ejercicio de sus facultades de comprobación, cuando soliciten los datos, informes, y documentos, a que se refiere la fracción III del presente artículo, pudiendo ejercerlas en cualquier momento.


Cuando con motivo de la solicitud de devolución la autoridad fiscal inicie facultades de comprobación con el objeto de comprobar la procedencia de la misma, los plazos a que hace referencia la fracción IV del presente artículo se suspenderán hasta que se emita la resolución en la que se resuelva la procedencia o no de la solicitud devolución. El citado ejercicio de las facultades de comprobación se sujetará al procedimiento establecido en el artículo 35 bis de este Código: […]”





� ARTICULO 7º.- Para efectos de las disposiciones fiscales estatales se entiende por: 


I. Contribuciones: los impuestos, los derechos y las contribuciones de mejoras. Se causan cuando se realiza el hecho o acto jurídico previsto en la ley respectiva, naciendo así la obligación fiscal, y para tal efecto se entenderá por:


[…]


b). Derechos: las contribuciones establecidas en la ley, por el uso o aprovechamiento de bienes del dominio público del Estado o municipios, así como por los servicios que prestan éstos, en sus funciones de derecho público, y […]”


� “ARTÍCULO 49. La inscripción o reinscripción de contratos de crédito con garantías hipotecaria y/o prendaria, refaccionarios, de habilitación o avío, otorgados por sociedades de crédito, así como las operaciones a que se refiere el artículo 44 de esta Ley, causará el 2.5 al millar sobre el monto del crédito. Su cancelación causará el equivalente de 6 veces el valor de la UMA vigente”


� Jurisprudencia 67/2008, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 593 del Tomo XXVII del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Registro 169851.


� Publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, libro 81, diciembre de 2020, Tomo II, página 1698, registro digital 2022574, en materia administrativa.





� Publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Sexta Época, Volumen CXIII, Cuarta Parte, página 21, registro digital 818091, en materia Civil.





� Publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo IX, Febrero de 1992, página 75, registro digital 220373, en materia Común.


“Artículo 22.- Las funciones inherentes de los oficiales jurisdiccionales son: 


[…]


II. Colaborar al desahogo de las actuaciones, notificaciones y demás diligencias necesarias para la integración de expedientes que corresponden a la Sala;”


� “Artículo 18. Además de las funciones establecidas en el artículo 52 de la Ley, los secretarios de acuerdos tendrán las siguientes:


I. Dar fe y certificar los actos que realiza el titular y autenticar todos los hechos jurídicos de importancia para los juicios de que conoce la Sala; …”





� “Artículo 20. Las funciones inherentes a los secretarios jurisdiccionales son: 


…


X. Suplir en sus facultades a los Secretarios de Acuerdos cuando el Magistrado respectivo lo disponga; …”
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